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SENTENCIA N.° 065-15-SEP-CC

CASO N.° 0796-12-EP

CORTE CONSTITUCIONAL DEL ECUADOR

I. ANTECEDENTES

Resumen de admisibilidad

El señor Jefferson Antonio Loor Moreira, empresario camaronero, por sus propíos
derechos, presentó acción extraordinaria de protección, amparado en lo dispuesto
en los artículos 94 y 437 de la Constitución de la República, en contra de la
sentencia dictada el 10 de marzo de 2012, por los jueces de la Primera Sala de lo
Civil yMercantil de la Corte Provincial de Justicia de Manabí, dentro de la acción
de protección N.° 0145-2012.

La Secretaría General de la Corte Constitucional, para el período de transición, de
conformidad con lo establecido en el segundo inciso del cuarto articulo
innumerado agregado a continuación del artígalo 8 del Reglamento o
Sustanciación de Procesos de Competencia de la Corte Constitucional publicado
en el suplemento del Registro Oficial N.° 587 del 30 de noviembre de 2011, el A
de mayo de 2012 certificó que en referencia ala acción N.° 0796-12-EP, no se ha
presentado otra demanda con identidad dé^objeto yacción.

La Sala de Admisión de la Corte Constitucional, para el período de transición,
conformada por los entonces jueces constitucionales Patricio Pazmmo Freiré
Patricio Herrera Betancourt yRoberto Bhrunis Lemane e116 dejulio de 2012
admitió atrámite la acción extraordinaria de protección N. 0796-12-bi-.

El 06 de noviembre de 2012 se posesionaron ante el Pleno de la Asamblea
nacional los jueces de la primera Corte Constitucional, integrada conforme lo
dispuesto en los artículos 432 y434 de la Constitución de la República.

De conformidad al sorteo realizado por el Pleno fl Organismo el 03 de^enero de
2013, el secretario general, mediante memorando N. 019-CCb-bU-bUb-^,
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^on^n^ c™stitucional> Antonio GagliardoLoor, el expediente signado con
el M. U7y6-12-EP para la sustanciación del mismo.

Mediante providencia del 22 de mayo de 2013, el juez constitucional, Antonio
Oagliardo Loor, avocó conocimiento de la causa, signada con el N°0796-12-EP
y ordenó que se notifique con el contenido de la providencia y la demanda
respectiva a la Primera Sala de lo Civil y Mercantil de la Corte Provincial de
Justicia de Manabí, a fin de que presenten un informe de descargo sobre los
argumentos que fundamenta la demanda y al procurador general del Estado.

Posteriormente, mediante auto del 05 de marzo de 2014 alas 1lh30, se convocó a
las partes procesales yalos terceros con interés en la causa ala audiencia pública
oral aefectuarse el 25 de marzo de 2014 a las 15h30, la misma que se cumplió
según la razón sentada por la actuaría del despacho de sustanciación (fojas 74 del
expediente constitucional).

Decisión judicial que se impugna

CORTE PROVINCIAL DE JUSTICIA DE MANABÍ.- PRIMERA SALA CIVIL Y
MERCANTIL. Portoviejo, sábado 10 de marzo del 2012, las 09hll. VISTOS (...)
SEGUNDA (...) Como relación circunstanciada de los hechos dicen- ser
aproximadamente 70 familias recolectores de cangrejo, pescadores artesanales y
pequeños campesinos ubicados en el estuario del río Chone cantón Tosagua provincia de
Manabí yque están siendo forzados adesplazarse por el empresario camaronero Jefferson
Antonio Loor Moreira quien aduce haber comprado las piscinas camaronera yhaberse
hecho adjudicar este inmueble 137 hectáreas de terreno dentro del que se encuentran
asentadas viviendas de 70 familias que conforman la Comuna el VERDUM (...)
TERCERA (...) Para la Sala de lo Civil es suficiente haberse justificado que en forma
parcial se han violentado derecho de estos pueblos ancestrales al impedírseles con el
desplazamiento de varios años respecto a sus posesiones la explotación para su
subsistencia y otros derechos comunitarios como el buen vivir etc. y que deben ser
reparados en este caso, aplicando la regla del artículo 41. 4 del Código de Garantías
Jurisdiccionales yControl Constitucional cuando se trata del sector privado yprovoque
un daño grave como lo establece el literal cyd, de la mencionada norma, en este caso no
esta solicitando al juzgador que declare un derecho lo que si tornaría improcedente el
accionar sino, que muy claramente se solicita la restauración del ecosistema del manglar
yla conservación para la subsistencia de sus tierras ancestrales yconservar dicho recursos
naturales renovables que le permita explotar bajo principio de sostenibilidad los mismos
siendo este tipo de acciones reparatorias en cuanto adaños causados es precedente fallar
a favor de la tierra ancestral comunitaria para devolver sus orígenes a las comunidades
asentadas en ella, más aún que se justifica la violación al explotarse en otras actividades
y perjudicar a ellos, cuando la intención del Legislador al otorgarle derechos a la
naturaleza les conserva la originalidad ylas génesis de varias especies incluida la humana
que debe ser preservada en este sentido (...) "ADMINISTRANDO JUSTICIA EN
NOMBRE DEL PUEBLO SOBERANO DEL ECUADOR Y POR AUTORIDAD



Corte
Constitucional
del ecuador

CasoN.° 0796-12-EP

Página 5 de21

ordenamiento legal oconstitucional, deben actuar de oficio. No se ha podidoSSS?«id-a otro mecanismo legal para reclamar oaccionar.
Derechos constitucionales que se consideran vulnerados

República.

Pretensión concreta

derechos constitucionales.

Contestación a la demanda

Procuraduría General del Estado

general del Estado, señalando casilla constitucional N. 18.
Jueces de la Primera Sala de lo Civil yMercantil de la Corte Provincial de
Justicia de Manabí

.i ,wtnr Taime Eduardo Cárdenas Murillo, juez provincial de la CorteComparece el doctor Jaime üauaruu ^a manifiesta " nos ratificamos enProvincial de Justicia de Manabí yen^^^^^ misma estásentencia de segundo nivd emitida el ]^^^^9^lMc^16

sentencia ningún derecho constitucional.

Av. 12de Octubre N1ó - 114 y pasaje Nicolás Jiménez
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ÍS££2r~ C°n laS C°nSeCUendaS de' deSemP'eo' *^aci°„ -baña y

concedida alos jueces para crearlos en ¿ÍSSí^JSr?"" ^
Terceros interesados

SSSS il-S-vS?"Nim Ál"" L~- - — *

Que las tierras comunitarias en las que se asienta la comunidad "El Verdum" snn
uUizadas para asiembra de distintos tipos de productos, XnSZ^tZn del
acceso al manglar que es su fuente de sustento, yque el eñorS fTTjSLooi-Moreira impide que realicen sus **^to^¡^£^
^/JSK<l08KaTte' amenaZ3d0S Con Perros eincidáis co^Sdlaarmados que les impiden transitar libremente. guarnías

Que sus derechos constitucionales han sido vulnerados, conforme consta en l,
demanda de acción de protección, como son el derecho previstoTne? aSulo 72
numeral 1, que señala que la naturaleza tiene derecho a arestaumctón así
también el contemplado en el artículo 32, el derecho previsto LelS Z
numeral 3, respecto al derecho ala salud, el derecho ala integridad perTonque
comprende la integridad física ysíquica, el artículo 83 JJtlIsTyl aZ
ordenan promover el bien común y anteponer el interés general al interésparticular, entre otros derechos vulnerados por el señor Loor mSÍ
Señala que en la sentencia dictada por los jueces de la Primera Sala de lo Civil v
Mercantil de la Corte Provincial de Justicia de Manabí no se ha vulnerado niñato
lofíreTof de"r1 ^ Señ?r,Loorrreí-> yque más bien se ha¿3
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™ t a roNSTITUCIÓN YLAS LEYES DE LA REPÚBLICA", aceptando el

SSE1~eÍÍÍS
Sí fZ en ta eTecuc rde°fallo deberá tomarse como referencia la delimita»*, de esta

' S4Ü2KSJSS que hJsido restituidos eimplantar .as sancones
ordenadas. Sin costas. Notifíquese (sic).

An.Mri.Me> q»« ocasioiu.rc.il'« P™»»»¡«» •>' '» »«>»" de P""^1»"' ««*
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procedieron a demandar en dicha acción el reconocimiento del derecho a la
naturaleza y a preservar un ambiente sano.

El señor Jefferson Antonio Loor Moreira es propietario de un inmueble ubicado
en el sitio denominado Las Cruces, de la parroquia y cantón Tosagua en la
provincia de Manabí; propiedad que la obtuvo mediante auto de adjudicada
dic adopor el Juzgado Sexto de lo Civil de Manabí, mismo que fue protocolizado
en la Notaría Primera del Cantón Bolívar, el 21 de octubre de 2010; la prcp edad
consiste en un terreno de 137 hectáreas de infraestructura camaronera, una
vivienda y área de manglares.

En primera instancia, la acción de protección fue conocida por la jueza vigésimo
de lo civil de Manabí, quien mediante sentencia dictada el 09 de enero de 2012
resolvió inadmitir la acción de protección propuesta, por considerar que no existe
vulneración a ningún derecho constitucional.

Por no estar de acuerdo con la sentencia de primera instancia, los representantes
de la comuna apelaron de la misma, radicándose la competencia en segunda
instancia, en la Primera Sala de lo Civil y Mercantil de la Corte Provincial de
Justicia de Manabí, judicatura que mediante sentencia dictada el 10 de marzo de
2012 revocó la sentencia de primera instancia, y en consecuencia, admitió
parcialmente la acción de protección.

El señor Jefferson Antonio Loor Moreira, por considerar que la sentencia emitida
en segunda instancia es contraria a la Constitución, pues vulneró sus derechos
constitucionales, presentó acción extraordinaria de protección.

Detalles y fundamentos de la demanda

El señor Jefferson Antonio Loor Moreira, en lo principal, manifiesta que la falta
de prueba plena sobre la acción de protección hace que se violente la garantía
contenida en el artículo 76 numeral 4de la Constitución de la República yno se
puede resolver sin que se haya podido justificar un real hecho, por elío se ha
vulnerado la Constitución al resolver sin tener conocimiento osin por lo menos
verificar la posible existencia o no del supuesto daño ambiental.

, Expresa el accionante que la Constitución hace conocer que debe agotarse el
Ct-^ tramite ordlnario Para que se pueda interponer acciones constitucionales, oque no

sea eficaz, según el artículo 40 numeral 3 de la Ley Orgánica de Garantías
Jurisdiccionales y Control Constitucional, que al existir tantas autoridades que
deben ytienen la obligación de verificar si existe algún tipo de acto atentatorio al


